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APÉNDICE: ABREVIATURAS� 

Art. / Arts.: Articulo / Artículos� 

CADH: Convención Americana sobre Derechos Humanos� 

CDI: Comisión de Derecho Internacional� 

CIDH: Comisión Interamericana de Derechos Humanos� 

Corte IDH: Corte Interamericana de Derechos Humanos.� 

DDHH: Derechos Humanos.� 

DIP: Derecho Internacional Público.� 

ONU: Organización de las Naciones Unidas.� 

CSJ: Corte Suprema de Justicia.� 

SIDH: Sistema Interamericano de Derechos Humanos.� 

SUDH: Sistema Universal de Derechos Humanos.� 

RI: Responsabilidad Internacional.� 
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establecidos en la Constitución. El mecanismo de conformación de las Justas de Postulación se 

encuentra regulado por la ley 266 de 1999, la cual tiene por objeto la preselección de miembros a 

la CSJ, Fiscal General, Corte de Cuentas y Consejo de la Judicatura, los miembros que componen 

la junta de postulación serán elegidos directamente por el presidente de Fiscalandia. 

4.- En cuanto a su estructura dogmática, el Estado ha ratificado la mayoría de los tratados del 

SUDH. En el ámbito del SIDH ratificó la CADH (en 1970), CIPST (en 1989) y aceptó la cláusula 

de competencia contenciosa de la Corte IDH el 20 de septiembre de 1980. 

b) Contexto político y social de Fiscalandia.

 5.- En febrero de 2017, el ex periodista Javier Alonso Obregón fue electo como presidente de 

la República por un período de 5 años. Obregón incursionó en la política de la mano del partido 
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los posibles delitos derivados de estos hechos. Dos meses después, el 13 de agosto de 2017, la 

funcionaria y 5 fiscales de la Unidad Especial anunciaron la presentación de denuncia formal en 

contra los señores Pedro Matalenguas, Manuel Alberto Obregón, el ex representante de 

Muyutrecht y los ex miembros de la junta de postulación, todos ellos por los delitos de corrupción 

y tráfico de influencias. Asimismo, Magdalena Escobar anunció que había información clave que 

podría abrir nuevas líneas de investigación que podrían alcanzar a las más altas esferas del poder 

político. 

11.- No obstante, dos días después, el presidente Obregón emitió un Decreto presidencial 

Extraordinario iniciando la creación de la junta de postulación para la elección de un nuevo Fiscal 

General de la República, pues en dicho acto administrativo se estableció que el mandato de la 

actual letrada era transitorio y resultaba necesario nombrar a una persona para ocupar el cargo de 

forma permanente. 

12.- El 16 de junio de 2017, Magdalena Escobar interpuso una demanda de nulidad del acto 

administrativo contra la convocatoria realizada por el presidente Obregón, ya que el Decreto en 

cuestión generaba los mismos efectos que una remoción del cargo, y, era nula por la causal de 

desviación de poder, en virtud que su verdadero objetivo era afectar las investigaciones realizadas 

por la Fiscalia contra su entorno personal y familiar. 

13.- Junto con la demanda, Magdalena solicitó que se suspendiera temporalmente la 

convocatoria, argumentando que la continuación del proceso podría causar un daño irreparable a 

sus derechos. La petición de suspensión fue acogida por el Juzgado; sin embargo, el abogado del 

Poder Ejecutivo apeló la decisión y logró anular la suspensión temporal diez días después. 
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nombramiento del Fiscal General es una potestad soberana del Poder Ejecutivo no susceptible del 

control jurisdiccional mediante el proceso de amparo

 18.-Esta decisión sería recurrida por las demandantes; sin embargo, la resolución de la Segunda 

Sala de Apelaciones de Berena ratificó la decisión del A-quo. Por último, se rechazaría el Recurso 

Extraordinario planteado por Hinojosa y del Mastro ante la C
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reglamento vigente de la Corte IDH; actuando en nuestra condición de representantes legales de 

las presuntas víctimas; comparecemos muy respetuosamente ante esta instancia supranacional 

interponiendo en tiempo y forma nuestro escrito de solicitudes, argumentos y pruebas. 

28.-En ese sentido, previo a desarrollar la defensa técnica de los aspectos de fondo relacionados 

con las presuntas violaciones a DDHH en el presente caso, esta representación se pronunciará en 

cuanto a la acreditación de la competencia contenciosa que ostenta este Tribunal Interamericano 

para conocer la presente causa; acto seguido, formulará sus alegatos de oposición respecto a los 

cuestionamientos de admisibilidad presentados por el Estado en la tramitación de la petición ante 

la CIDH y; finalmente, desarrollará una serie de consideraciones previas al fondo del asunto que 
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CADH; ratione temporis4, en virtud que las trasgresiones a derechos humanos que fueron 

denunciadas ante el SIDH ocurrieron con posterioridad a la ratificación de la CADH y el 

reconocimiento de la cláusula de aceptación de la competencia contenciosa de la Corte IDH y; 

finalmente ratione loci5, ya que el hecho ilícito internacional imputable al Estado tuvo lugar dentro 

de la circunscripción territorial del Estado demandado. 

3.1.3.-Oposición a los cuestionamientos de admisibilidad formulados por el Estado 

a) Sobre la falta de agotamiento de los recursos internos de Magdalena Escobar

 31.-La Corte IDH ha determinado en su jurisprudencia6 que el procedimiento de tramitación 

de admisibilidad de una petición ante la CIDH implica tres etapas, a saber: 1) presentación de la 

petición por parte del interesado, 2) trasmisión de la petición al Estado denunciado y; 3) emisión 

del informe de admisibilidad.7En consecuencia, la regla consagrada en el art. 46. 1 literal “a” de 

la CADH es una cuestión que la CIDH analizará y decidirá para el momento de la emisión del 

informe de admisibilidad y no para el momento del registro y traslado de la petición al Estado.8

 32.- Atendido lo anterior, el TEDH ha resaltado que la regla del previo agotamiento de los 

recursos internos debe aplicarse con cierto grado de flexibilidad y sin formalismos excesivos, ya 

que puede ocurrir que se presenten peticiones en donde los recursos internos aún están pendientes 

de resolución, pero al momento de decidir sobre la admisibilidad de la denuncia ya existe una 

resolución que permite considerar agotados los recursos internos, aun cuando el agotamiento tuvo 

lugar años después.
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 33.-De esta manera, la Magistratura Interamericana recuerda que el SIDH se construye sobre 
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finalidad de inhibir al órgano jurisdiccional sobre el conocimiento del fondo de un asunto19, ya sea 

de forma total o parcial.20 En consecuencia, para que este mecanismo de defensa estatal sea 

procedente y pertinente, es necesario que el contenido y propósito de las objeciones formuladas 

por el Estado versen sobre aspectos eminentemente preliminares21 y sean alegados en el momento 

procesal oportuno.22

 40.-En ese sentido, el Tribunal Interamericano ha determinado que la procedencia y validez de 

la excepción preliminar por falta de agotamiento de los recursos internos estará sujeta al 

cumplimiento de una serie de requisitos23, como 
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CADH33, lo cual, como se indicó ut supra
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motivo, el tribunal interamericano destaca que la independencia judicial implica que los jueces 

deben estar libres contra presiones externas.40

 51.- En ese sentido, el rol de la administración de justicia del Poder Judicial tiene como 
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59.-En relación con la plataforma fáctica Magdalena Escobar fue nombrada Fiscal General en 

el año 2005 por un periodo en funciones de 15 años, teniendo el presidente de la República la 

función de separarla del cargo por causa grave e injustificada. Sin embargo, pese a que Obregón 

la ratificó en el cargo, una vez iniciados los procesos de investigación de los META correos, el 

presidente emitiría un decreto extraordinario a través del cual se creaba una junta de postulación 

para la elección de un nuevo Fiscal General. 

60.- En consecuencia, Magdalena interpuso una demanda de Nulidad de Acto Administrativo 

contra dicho Decreto Ejecutivo, donde alegaba que la medida adoptada por el Presidente Obregón, 

generaba los mismos efectos que una remoción de funciones, afectando de esta manera su 

inamovilidad en el cargo y su derecho a un debido proceso.

 61.- Como puede observarse, Magdalena fue removida indirectamente de su cargo por un 

procedimiento de elección de nuevo fiscal que solo debía iniciarse hasta después de que ella 

cumplimentara con su periodo de tiempo en funciones, aunado a que el presidente de la república 

quebranta el debido proceso convocando a la elección de un nuevo fiscal a través de un Decreto 

Extraordinario motivado por razones de seguridad interna, lo cual resulta totalmente improcedente, 

en cuanto y en tanto el ejercicio del cargo por parte de Magdalena no afectaba la calma, estabilidad 

y desarrollo de un país, resultando en un comportamiento contradictorio cuando tiempo antes el 

mismo presidente Obregón le había ratificado en el cargo. 

62.- Por otro lado, Magdalena vio vulnerado su derecho al debido proceso, toda vez que le 

removieron de su cargo sin su add1 Tc -0.04cd it,d40R.3 1(o)-5(m)8(por)-3ciod 



 
 

 

 

  

          

 

 

  

    

  

  

   

    

 

 

           

 

  

   

 

 

 

                                                            
                   

    
                

143 

una eventual resolución sobre su destitución, y, los procedimientos administrativos de nulidad que 

inició resultaron ser ilusorios, toda vez que la CSJ ya se encontraba parcializada por razones 

políticas a través de su fallo que permite la viabilidad de la reelección presidencial.

 63.-Por todos los argumentos de facto y de jure expuestas, se ha demostrado la existencia de 

un hecho ilícito internacional atribuible al Estado de Fiscalandia, toda vez que ha existido una 

infracción a la obligación general de garantía respecto a la inamovilidad del cargo de la Sr. Escobar 

como Fiscal General, lesionando su debido proceso para la remoción del cargo y la protección 

judicial, todo ello en configuración del elemento subjetivo de la responsabilidad internacional por 

los actos realizados por agentes del Estado. En consecuencia, la República de Fiscalandia es 

responsable internacionalmente por la violación a los derechos consagrados en los arts. 8.1, 23.1 

literal “c” y 25 en relación con el art. 1.1 y 2 de la CADH en perjuicio de Magdalena Escobar. 

3.2.2.-R. I del Estado de Fiscalandia por la violación de los derechos consagrados en 

los arts. 8.1, 25, 23 y 13 de la CADH, en perjuicio de Maricruz Hinojosa y Sandra 

del Mastro 

64.- Es de opinio juris communis que el derecho de acceso a la información es uno de los 

componentes centrales del derecho a la libertad de expresión, siendo el primero un derecho en sí 

mismo y sustento de las sociedades libres y democráticas.55 Lo anterior radica en que la ausencia 

de una efectiva libertad de expresión y acceso a la información pública, materializada en todos sus 

términos, desvanece la democracia; los mecanismos de control y denuncia ciudadana se tornan 

inoperantes y, en definitiva, se crea un campo fértil para que sistemas autoritarios se arraiguen en 

la sociedad.56 

55 La Rue F. (2013) Promoción y protección del derecho a la libertad de opinión y de expresión. Informe del Relator� 
Especial. A/68/362, párr. 2,18.� 
56 Corte IDH. Caso Vélez Restrepo y familiares Vs. Colombia. Sentencia de 3 de septiembre de 2012. párr.141.� 
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si se produjo una vulneración del derecho de acceso a la información y en su caso ordenar al órgano 

correspondiente la entrega de tal información65. 

69.-Por su parte la Corte IDH, en el desarrollo de su jurisprudencia en referencia al derecho a 

la protección judicial,66 ha determinado que los Estados parte no sólo deben asegurar la existencia 

de recursos, sino que estos deben, a su vez, garantizar la existencia de un debido proceso.67 Por 

otro lado, esos recursos deben ser adecuados y efectivos, lo que se determina a partir de su 

idoneidad para poder restablecer y remediar a la parte lesionada en el disfrute de sus derechos.68 

Cuando en un Estado, los recursos resultan inefectivos, los mismos adquieren un carácter ilusorio, 

colocando a las víctimas en una grave situación de indefensión.69 

70.- La Corte IDH ha establecido, que los Estados deben propiciar las condiciones y 

mecanismos para que los derechos políticos puedan ser ejercidos de forma efectiva y en 

condiciones de igualdad; la participación política prevee el propósito de intervenir en la 

designación de quienes se encargarán de la dirección de los asuntos públicos.70

 71.-De los hechos se desprende que Fiscalandia cuenta con una Ley de Juntas de Postulación, 

en la que se estipula que la misma aprobará sus reglas y lineamientos de evaluación. Sin embargo, 

dichas reglas o lineamientos no fueron publicadas por disposición de reservar totalmente las 

decisiones de la Junta. Maricruz Hinojoza y Sandra del Mastro, quienes ostentaban las mejores 

calificaciones en el proceso, fueron excluidas de la terna remitida al Presidente, desconociéndose 

los términos de deliberación y la motivación de la terna. 

65 Ibid. párr. 231.� 
66 Corte IDH. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Excepciones Preliminares. Sentencia 26 de junio de 1987,� 
párr. 91.� 
67 Corte IDH. Caso Las Palmeras Vs. Colombia. Fondo. Sentencia de 6 de diciembre de 2001, párr. 60.� 
68 Corte IDH. Opinión Consultiva 9-87. Garantías Judiciales en Estados de Emergencia (arts. 27.2, 25 y 8 de la CADH)� 
de 6 de octubre de 1987, párr. 24.� 
69 Corte 
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85.- Como consecuencia, la CSJ ordenó la apertura de una investigación contra Mariano Rex 

que desencadenó en un proceso disciplinario en su contra, la CSJ resolvió destituir a Mariano Rex, 

por haber incurrido en el incumplimiento de la obligación de motivar debidamente sus decisiones. 

86.-Paralelamente es importarte identificar que en la organización jerárquica del Poder Judicial 

de Fiscalandia, la CSJ se ubica en la cúspide93, y a su vez es el mismo Pleno el órgano 

jurisdiccional competente para conocer y decidir de forma definitiva la destitución que dejo como 

resultado el proceso disciplinario de Mariano Rex94. 

87.-Como se puede apreciar Fiscalandia irrespetó la independencia judicial uno de los objetivos 

principales de la separación de poderes, esto queda cuando el Segundo Juzgado Constitucional a 

cargo del Juez Mariano Rex, denegó un recurso de amparo sobre a reelección para el Presidente 

del Ejecutivo, por lo que luego de revocar la decisión, la CSJ tomó como represalia la destitución 

del Juez Mariano Rex. 

88.- La remoción de Mariano Rex la decidió la CSJ, demostrando una falta de independencia 

judicial institucional, Ficalandia en atención a su deber de adecuación, debió contar con un ente 

independiente e imparcial que decidiera sobre este tipo de procesos disciplinarios. En 

consecuencia, el Estado a través de la CSJ no garantizó a Mariano Rex la inamovilidad del cargo, 

ya que no es válida, razonable ni objetiva la justificación de que una resolución que emitió el Juez 

fue revocada y por ende faltó a su deber de motivar, tampoco le garantizo un recurso judicial 

efectivo, ya que todo recurso es conocido en última instancia por CSJ mismo órgano que decidió 

su destitución convirtiéndose en un órgano parcializado por una decisión anterior y volviendo todo 

recurso judicial ilusorio. 

93 Repuesta Aclaratoria Nº 2 
94 Respuesta Aclaratoria Nº 18 
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89.-De lo previsto se logra demostrar por los actos y omisiones de la CSJ y El Poder Ejecutivo 

una arraigada violación a los art. 8.1 y 25 de la CADH en perjuicio de Mariano Rex, por tanto, con 

el acostumbrado respeto se solicita a este benevolente Tribunal declare la Responsabilidad 

Internacional para Fiscalandia. 

4.- PETITORIO: 

90.-Actuando en nuestra facultad expresamente conferidas en el artículo 40 numeral 2 literal d 
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98.- El Estado de Fiscalandia deberá implementar un programa permanente de capacitación 

para operadores de justicia, en el que se brinde información fundamental sobre independencia 

judicial, así como respecto del libre y pleno ejercicio de sus deberes y derechos como funcionarios 

judiciales. Y medidas necesarias para garantizar un régimen disciplinario acorde a los estándares 

internacionales. 

99.- Se solicita establecer mecanismos de acceso a información pública de forma simple y 

rápida, a través de un procedimiento administrativo adecuado para la tramitación y resolución de 

las solicitudes de información, fijando plazos claros y razonables, y que se encuentre bajo la 

responsabilidad de funcionarios debidamente capacitados. 

100.- La República de Fiscalandia deberá adoptar disposiciones según su derecho interno 

tendientes a establecer un procedimiento claro de selección y elección del Fiscal General, 

estableciendo procesos transparentes y criterios de evaluación perfectamente definidos y de acceso 

para cada uno de los postulantes. 

d) Indemnizaciones Compensatorias 

101.- Por lo anterior en vista del menoscabo a las víctimas, solicitamos tradicionalmente 

indemnización de daños materiales e inmateriales conforme a la equidad, los que han de ser 

pagados en conjunto bajo las rígidas medidas protectoras del Honorable Tribunal, concretándose 

a continuación: 

d.1) Daño Material: 

102.-En concepto de daño emergente y lucro cesante, por los gastos de movilización en que 

incurrió Magdalena por el cambio de espacio laboral, así como el detrimento en sus ingresos por 

el traslado de cargo, y por los gastos en instancia interna e internacional, exigiendo una cantidad 

de ciento noventa mil dólares americanos ($190,000) 

39 
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103.-En concepto de lucro cesante, por los salarios y derechos laborales dejados de percibir 


